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l. I NTROD UCCIÓN 

La actualidad de los proce o de integración eco nómica ha dado pie a 
la elabo rac ión de trabaj o jurídi co , en una materia emin entemente política 
y eco nómica. La cue tión , como e abe, se insc ribe en un nuev o diseño de 
la relacione internaci onales caracterizad o por una redefin ición del posicio-, 
namiento del Es tado-Naci ón. Esta viene dada entre otras cosa como una 
re pue ta e tructural a la globali zac ión, que ha dado un impul so y una lógi­
ca férrea "hac ia abajo", y "hacia arriba", de suerte que, "e te doble movi ­
miento un movimiento de dobl e democratización " I, en lugar de sim­
plemente debilitar la autoridad de l Es tado-Nación, constituy e la formalidad 
para reva lidar u co ndici ón co mo "co mpetidor ", y a la vez co mo "actor 
ge renciado r" 2 en los proceso de integración. 

En este e pectro, es donde los cr iterios de "regionalis1no" en tant o, 
'co njunto de proyecto s político " que urgen de la interacc ión de vario s 
actore y de "regionali zación" en tanto "co njunt o de proceso s de in­
tegración que se dan en forma efec tiva", independientemente de cualquier 
ingrediente político 3 vienen a predominar en la agenda de las actuales re­
lacione internacional es . En concomitancia co n Ibáñ ez, creemo válida la di-

' GurooENS, Ant hony, La tercera vt'a, Taurus, Madrid , ps. 44 y 86 a 89. 
2 L ECHINI, G ladys. "El mapa de la integración afri cana. El caso de la SADC" , en Cuadernos de 

Polttica Exrerior Argentina. Serie Docencia, n° 54, Rosario, diciembre 1999 , p. 26 . 
3 IBÁÑEZ, Jo ep, " RegionaJismo y regionali zación en el sistema internacional" , La tríada en la 

economía po/t'lica internacional contemporánea, Barcelona, 1999, ps. 5 y 6. 
* Li cenciado en Ciencias Públi cas y Sociale , Facultad de Derecho de la Uni ver idad Central del 

Ecuador. E tudiante del Posgrado de Actual ización en Propiedad Intelectual , Facultad de Derecho de la 
Univer idad de Buenos Aire s. 
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ferenciación de estas noci ones, particularmente, si consideramos que al in­
terior del fenóm eno de la integraci ón se amalgaman a] unísono y en grado 
variabl e, las dim ensiones política, eco nómica y cultural 4, elementos que lo 
matizan como un fenómeno "1nultidúnensional" s, caráct er en el que tam­
bién se encabalga la globalización 6, en tanto que , en ambos procesos, interac­
túan diver sidad de Estados, ociedade s y regiones de manera "des igual", tanto 
a nivel nacional como regional. 

En este contexto, el prese nte trabajo pretende encarar un es tudio cons­
titucional comparativo de do s proc esos de integración particulare s, el de la 
Unión Europea y el del Mercosur. 

E l pro ceso iniciado en el Tratado de Roma, es considerado como el 
mod elo más acabado de integra c ión, co n el desa rrollo de una verdadera 
comunidad de derec ho, en la que, en materia comunitaria el eje del Estado 
individual se sustituy e por órganos dotado s de competencias "supranacio ­
nale s" o "supraes tatales", cuyo producto leg islativo se aplicará directamen­
te en inter és de los Estados, primando sobre el propio orden jurídico , y cuya 
violación o incumplimiento serán demandado s ante un tribunal autónomo, 
común, perman ente y suprae statal , tanto por los Estados, como por los pro ­
pios órganos comunitarios y los individuo s 7 . 

Así, se ha desarrollado el llamado Derecho Comunitario que , según 
señala la sentencia del Tribunal de Luxembur go "Cos ta v. ENEL", es un 
"ordenamiento jurídico propio [en el cual] lo Estados miembro s aunque 
sólo sea en ámbitos restringido s han limitado sus derechos de soberanía , 
creando así un cuerpo de derecho que vincula a sus súbdito s y a ellos 
mismos" 8. 

4 Ibídem. 

5 DouGERTHY, James - PFALTGRAFF, Robert , Contending Theories of Intenuuional Relarions, H arper 

& Row, NY, 1990 . Ed . en español , Teorías en pugna en las relaciones internacünulles, G .E .L ., Buenos 

Aire s, 1993 , ps. 447, 459 y 474 . 

ó FAzto V ENGOA, Hugo (co mp .). El Sur en el nuevo sistenuL mundia l, Bibli oteca U ni vers itari a, 

Cie ncias Social es y Humanid ades, Políti ca y Relaciones Internacionales, Siglo del Hombre Edit ores IEPR I, 
Univer sidad Nacional. ps. J3 y 34. Considérese tambi én la propuesta de Anthony M cGrew, en GARCíA, 

Cateri na, .. La globa li zación en la soc iedad internacional contemporánea: dimen siones y problemas des­

de las relaciones intern acionales", C ursos de Derecho Internacional de Vitt ori a-G asteiz, Univer sidad del 

País Vasco, M adrid, Tecnos, 1999, ps. 534 y 535 . 

7 M oNSANTO, Alberto E ., " Dere cho internacion al y derecho de la integración. (A propós ito del 
Derecho Comu nitario)" , en Consejo Nacional de In vesti gac iones C ientífi cas y Técnicas, Instituto 

"Estani slao Zeva llos" de E ludi os Internac ional es, año U, n° 5. Ponencias, CERID ER, sept iembr e de 

1996, p. 8. 
H lbide m. 
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La mayoría de los paí e europeos rece ptaron esta situación en sus 
con tituc iones e tabl eciendo fórmulas especiales de delegac ión de compe­
tencias, rnanifie stas en la figura de la "supranacionalidad" 9. 

En cuanto al proce so de integración iniciado por el Tratado de Asun­
ción, los Pres identes de las Cortes Supremas de los países del Cono Sur 
concluyeron, en agosto de 1991: 

"Que la futura complen1entación del Tratado n1arco de Asun ción esta­
blezca un sistema institu cional que permita el desarrollo de las políti cas 
econó 1nicas de integ ración bajo un orden normativo que garantice la segu­
ridad jurídica y la aplicación uniform e del derecho comunitario por un tri­
bunal independiente" IO. 

Para llegar a es ta conclusión, lo Magi strado s, con ideraron , entre otros , 
el ejemplo de la Comunidad Europ ea y su Tribunal de Ju sticia , y reco men­
daron: 

"6) .. . para la preservación del perfil comunitari o, se requiere que las 
constituciones nacional es estén adaptadas a las nuevas exigencias del de­
recho emergente (in fieri), para lo cual es reco1n.endabl e que ... [incorporen 
en ellas], si fuere necesario, las co rrespondi entes habilitacio nes para la 
delegac ión de ciertas competencias que hasta hoy habrían estado reserva­
das a sus órganos, como as[ tambi én la explica ción de las nuevas relacio­
nes de supre1nacía normati'! a y la admisión de una justi cia común." 

" 10) Que, en síntesis, a los efec tos de asegurar el desenvolvimiento 
grad ual de los procesos de integ ración ... [los] Estados ... consider en la 
conveniencia de proceder, en la n1edida en que fu ese necesa rio, a la refor­
ma o enmienda de sus constitu ciones para adecua rlas a los cambios prec e­
dent ement e seña lado s ... " ti. 

No obstante es tas reco mendac iones, e deb e considerar que en el proce­
o de integ ración del Mercosur, ha ta hoy so lament e se ha es tablec ido un "es­

quema in titucional intergubernamental regido por el Derecho Internacional " 12, 

Nóte se que el princip io de supranac iona lidad cobra mayor vigencia, en virtud de que la pro­
puesta del mini tro de Re lac iones Internacio nales de Alemania Josc hka Fisher de una "Europa Fede­
ral ", al e tilo alemán, tiene poca acogida, espec ialmente porque "a pesar de q ue la Unión pueda ex pan­
dí r e geog ráficamente , parece que las ideas y meca nismos para profundizarla es tán ause ntes" , '' Debate 
sobre una Europa Federal ", diario La Naci()n , Buenos Aires , 14 de enero de 200 1, p. 6, secc . 7. 

JO DALLA Vt A. Alberto . H¿ Hacia una Co nstitución upran ac ional?", LL , 1996-D-430 . El subra ya­
do es nuest ro . 

11 Ibídem . 
12 Flavio Florea! González, por su parte, afi rma que .. en es te caso e pec ífico no se puede hablar 

de Derec ho Co munitari o, sino de Derecho de la Integración, dad o que los Es tados no han ''atribuid o 
potestades a órganos supran aciona les. retenie ndo la plenitud de sus atrib utos y procurand o alcanzar las 
rnetru del mercado comú n só lo a partir de la coope rac ión entre los gob iernos" (G ONZÁLEZ, F. Floreal , 
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en el cua l, la dec i iones en e l seno de u órganos ·e adopta n por co n sen o y 
en la pre enc ia de todo los E tado parte 13. 

En cuanto a la prim ac ía de la norma eman ada de e tos órganos , ni 
el Tratado de Asunción, ni e l Prot oco lo de Ouro Preto a í como tamp oco 
lo mencionaban los tratado co n tituti vos de las Comunidades Europeas­
dic e n nada respecto de la relación ex istente entr e e l orden jurídico de l 
Merco ur y el de los E tado miembr o . 

En lo que respec ta específ icamente a la re lac ión ex istente entre e l or­
denami ento del Merco ur y lo derecho interno de u miembro , la falta 
de un órgano jurisdiccional que como en el ca o de la Co munid ades Euro­
pea e ' tablezca la prelación entre ambo ordenam iento , hace nece ario re­
currir al análisis de las Co n tituc iones de los Estados parte , debiendo des­
tacar e la ex i tenc ia de importante asimetrías respecto de la jerarquía nor­
mativa del Mercosur, y la falta de adec uación de algunas de e llas a los re­
querimiento propios de la Integración. 

11. C oNS T ITUCIÓN DE LA R EPÚBL ICA ARG ENTIN A 

En la Repú blica Argentina, la reforma constitucional de 1994 ha teni­
do una ignificativa import ancia en e l campo de la jerarquí a lega l de los 
tratado inte rnac ional e , aunqu e e ju to tambi én de tacar el va lor de la 
juri prudencia de la Cort e Suprema de Ju stic ia de la Nación que se ha veni­
do manifes tando obre alguno a pecto de e ta temática. 

En materia, la juri sprud encia de l máximo tribun al argentin o evo luc io­
nó al dec ir de alguno autore desde una muy opinable di tinci ón entre 
prevalencia de l derec ho intem9 en tiempo s de paz y de l derecho interna­
c ional en tiempo de guerra 14, lo cual acarrea ba la conclu ión de qu e, en 
tiempos de paz, las leyes de l Co ngreso y los tratad os internac ionale , como 

' 'M erco ur: un orden jurídi co debilitad o y di par la necesidad de un cambi o.,. LL, 2000- B - 1 034 y 1035, 
Sec. Doc trin a. C fr. M oNSANTO, '' Derecho int ernacional. .. " , cit. , p. 15. 

u Art . 37 del Prot ocolo de Ouro Preto . 

1-t Caso ··M erck Quím ica Argentina v. Gobierno nacional " 1948 . Lin arc Qui ntana, al res-

pecto. dice que "la doctrina así sentada trae aparejada lógicamente la consec uencia . de que de modo 
algu11o resulta posible aceptar. de que el sistema cmzstituchnwl arge ntino súlo está destinad o a regir 
durante la paz. dejando de fun cionar cua11do el pa ís está en }{U erra en causa propia ... ··. Y Mid ón, in ­
cluso agrega: "Es que lintiwr la vi}{encia de la Constitu ción sólo para los mom enros de sosiego y tran ­
quilidad es antítesis del cm1stitu cimwli smo. puesw que la Constitucióll ( ... )es un eswtuto para regular 
y ¡.:arantizar las relaciones y los derechos de los h ombres que viven en la Repúbli ca. tanto en tiempo de 
paz cuanto en tiempos de guerra .. . ". Ver LI NARES QuiNTANA. S. Y., Tratado de la ciencia del derecho 
constitucional. Buenos Aires, 1953, t. 2, p. 228 , en R EY CARO, E rnesto eral. ''Los tratado int ernaci ona­
Je y la Consti tución Nacio nal ', Estudios de Derecho Interna cional , Marcos L erner , Córdoba, p. 19. 
MIDóN, Ma1i o A ., Manual de derecho constitucional argentino, Plu s U ltra. Buen o A ires, ps. 11 3 y 114. 
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co mponente de l ordenami ento jurídi co interno , estaban sujeta al principio 
co n arreglo al cual norma s posteriore derogan a las de fec ha anterior que 
e le · opongan 15. 

El criterio favorabl e al tipo de .. upremacía del derecho interno , fue 
acogido en sentencias po terior e tale como la de novi embre de 1963, caso 
"Ma rtin y Cía. Ltda. SA v. Admini trac ión de Puerto s" (Fallos, 257:101) L6, 

y en e l caso "Eusebio" (Fallos, 310: 1 080) de 1987, en e l que la Corte sos­
tuvo que e l art. 17 de la Convención Americana sobre Derecho Humano s, 
con tituy e una "cláusula progran1ática" y que como tal requ iere de una ley 
reg lam entaria , y que e l art. 27 de la Convención de Viena, egún el cual, un 
E tado parte en una convención internacional no puede invocar la di posi­
cione de u derecho interno como justificativo para incumplir un tratado, 
es una norma aplicable a la práctica jurídica entre E tado , ma no en un 
ca o en e l que e debate la ap licació n del derec ho interno 17. 

Empero, co menzó luego a desarrollar e una corriente de pen samiento 
que con ideraba razonabl e dotar a lo tratad os intemacional e , espec ialmente 
a aquello que ver an obre derec ho humano s, de una categoría superior a 
la que tienen las leyes del Co ngre o. La entencia que marca es te hito es la 
del ca o "Ekmek djian v. Sofovich" que, por un lado , con tituye el a iento 
para la "directa invocab ilidad y aplicación de norrna s internacionales" 18 y, 
por otro, afirma su "primacía " frente a la leye inte rna de acuerdo co n lo 
principio de la Convención de Viena de 1969 19. A u turno , Rey Caro con­
forta ambos criterio s, apuntando que e ta senten c ia tambi én viene como 
respue ta a la evo lución de las relacione internaci onale ya que, al haber 

15 Sobre el de arrollo in Litucional del conceplo de upremacía véase el caso " Marbury v. Madi son", 
M JOÓN, Mari o, Manual ... , cit. , ps. 11 O a 11 2. 

16 L a Corte, entre us múltipl e argumento o tuvo que: ·•4u ... la je rarquía de los tratad os inter­
nacional es y de las leyes de la Nación. en cuanto wws y o/ ras intef<rtlll el ordenamiento normati vo interno 
de la República. Lo realidad de esa ase rcián derira. sin duda de lo prece¡uuado por el art . 3 1 de la 
Cm Lslituciún Nacional ... ··. "6) Ambos - le.ves y tratad os- son iRualmente califi cados como ley supre­
ma de la nacián. y no exis te fu ndamenlo normatiwJ para aco rdar prioridad de rango a ninguno ". ha­
biendo ido admitid o también como corolari o necc ·ario de la igualdad j erárqui ca eñalada, el prin cipi o 
con arreglo al cual leges posteriores priores contraías abroganr. dicrum que ería reiterado en la senten­
cia del ca o ''E so SA, Petrolera Argentin a v. Gobierno Nacional' '. Fal los de la Corte Suprema de Ju -
li cia la Nación, n° 257, ps. 10 1 y 102. R EY CARO. '' L os tratados ... , . cit. , ps. 22 a 26. 

17 Esta orientación j uri sprudencia! e in piró en la doctrin a estadounidense, expuesta en los ca o 
·'Cherokee Tobacco' ' ( 187 1) y ''Whitn ey v. Robertson' ' ( 124 US 190- 1888), egún la cual , Los tratados 
inten1acionalc están en pie de igualdad con las leyes del Congreso. y la ley po terior deroga la ley anterior. 
B ADENJ, Grcgorio. ··La relación de los tratados internacionales con la Constitu ción Nacional", A cademia 
Nacional de Ciencia M orales y Políti cas, ponencia, 1995. Bueno Aire , p . 6 y 7. 

IX Caso ''Ekmekdjian v. Sofov ich", Ed, 148-354; JA 1992-3- 194 22 1. 
JY BAsso, Mari stela (organi zadora), " Merco ul eu efeito juríd oco , econornicos e políti cos no 

E. tado. Li vraria do Avoga do edit ora, Porto A legre, 1995. p. 53. 
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ratificado la Argentina la Convención de Viena de 1969 y habiendo ésta 
entrado en vigor, ya no valdría la propue sta de que no habría una base nor­
mativa para acordar prioridad al tratado frent e a la ley. Sin embargo, hace 
notar que la Corte, en su pronunciamiento, eludió el alcance del artículo 31 , 
en tomo al cual giró toda la argumentación del caso "Martín y Cía SA" 20. 

A guisa de aclaración citamos los siguiente s extracto s del fallo: 
"1 5) Que, en nuestro ordenami ento jurídi co, el derecho de respuesta o 

rectificación ha sido establ ecido en el artículo 14 del Pacto de San José de 
Costa Rica que, al ser aprobado por ley ·23.054 y ratifi cado por nuestro país 
el 5 de septiembre de 1984 es ley supren1a de la Nación confornt e a lo dis­
puesto por el artículo 31 de la Constitución Nacional. Cabe enton ces exa­
minar si con1o a[lr1na el recurrente aqu ella dispo sición resulta directa­
mente operativa en nuestro derecho interno o si, por el contrario , es Jne­
nester su conzplen1entación legislati va. 

" 16) Que, en tal sentido, la violación de un tratad o internacional pue­
de acaece r tanto por el establ ecimiento de normas internas qu e prescriban 
una condu cta manifi estalnente contraria , cuant o por la omisi ón de establ e­
cer disposiciones que hagan posibl e su cumplilni ento. An1bas situaciones ... 
significarían el incun1plimiento o repulsa del tratado, con las consecuen­
cias perjudi ciales que de ello pudi era derivars e. 

" 17) Que un tratado internacional constitucionabn ente celebrad o, in­
cluyendo su ratifi cación internacional , es orgánicam,ente f ederal ... La de­
rogación de un tratado internacional por una ley del Congreso violenta la 
distribu ción de con1petencias impu esta por la n1is1na Constitu ción Nacio­
nal, porque 1nediant e una ley se podría deroga r el acto complejo f ederal de 
la celebración de un tratad o. Constituiría un avance inconstitucional del 
Poder Legislativo nacional sobre atribu ciones del Poder Ejecutivo nacio­
nal, que es quien conduce, exclusiva y excluyentemente, las relaciones exte­
riores de la Nación ... ( art. 86, inc. 14, CN ). 

" 18) Qu e la Convención de Viena sobre derec ho de los tratad os 
-aprobada ... ratifi cada ... y en vigor... confiere prima cía al derecho in­
ternacional convencional sobre el derecho interno. Ahora esta prioridad in­
tegra el ordena1niento jurídi co argentino . .. Esta convención ha alterad o la 

2o Llama la ate nció n, e n el sentido de que e n la sentencia de 13 de octubre de 1994 (posterior a 
la refo rma constitu c ional ) e n Ja causa "Ca fés La Virginia " , la interpretac ión no se funda mentó e n lo 
asentado en e l art . 75 (22) de la reforma, re mitié ndose , s í, al mencionado art . 3 1. E l Mini stro Bogg iano 
en su expos ición, adv ie rte que no pod ían aplicarse los nuevos prin cipios co nstitu cionales a un caso q ue 
está "regido por el texto anterior a dicha reforma. en razón del momento de los hechos relevan tes de la 
litis". constitu yendo un pronun ciamiento contrario al prin c ipio de retroactividad de la ley. Véase JA, 
1995-l-690/ 1 . 
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situación del ordenam,iento jurídico argentino contemplada en los preceden­
tes fallos ... pues ya no es exacta La proposi ción jurídi ca según la cual 'no 
existe fundam ,ento normativo para acordar prioridad ' al tratado frente a la 
ley. Tal fundan'lento nornwtivo radica en el art. 27 de la Conv ención ... 

" 19) Que la necesaria aplicación del art. 27 de la Convención de Viena 
in1pone a los órganos del Estado argentino asignar prúna cía al tratado ante 
un eventual conflicto con cualqui er norn1a interna contraria o con La on1i­
sión de dictar disposiciones que, en sus efectos equivalgan al incumplüni ento 
del tratado internacional ... 

"20) Que en el mismo orden de ideas, debe tenerse presente que, cuan­
do la Nación ratifi ca un tratado que f ir1nó con otro Estado, se obliga 
internacionalmente a que sus órganos administrativos y jurisdi ccional es Lo 
apliquen a los supuestos que ese tratado contemple, sie1npre que contenga 
descripciones lo suficientemente concretas de tales supuestos de hecho que 
hagan posible su aplicación inmediata. Una norma es operativa cuando está 
dirigida a una situación de la realidad en la que puede operar inmediata­
mente, sin necesidad de institu ciones que deba establecer el Congreso ... " 21. 

Esta sentencia , como dijimo s, reviste especial importancia por el trata ­
miento que reciben lo tratado s frente a la ley interna. Empero, un dato no 
menor es el que a esta fecha el Tratado de Asunción ya había sido suscripto, 
y que el Mercosur se encontraba en su fase de tran sición, siendo la Argen­
tina el único de los cuatro Estados miembro s que no contemplaba en su Cons­
titución Nacional la posibilidad de un acuerdo de integración económica 22, 

pese a que el más Alto Tribunal , en autos "Cocchia, Jorg e Daniel v. Estado 
nacional y otros si acción de amparo", de diciembr e de 1993 fallara que: 

"[ e]s voluntad del legislador insertar a la Argentina en un régimen de 
integración regional. .. [y que el Tratado de Asunción constituye] una clara 
definición de política legislati va que el ordenami ento jurídi co interno no 
puede contradecir, dificultar u omitir en su implementación práctica" 23 . 

En esta coyuntura, es que a posteriori, la Con stitución de 1994, no sólo 
refleja rá esa orientación, sino que tambi én, consagrará implícitament e la 
distinción entre derecho interna cional y derec ho de la integración y además, 
explícitamente, la prelación de norma s en la arquitectura con stitucional ar­
gentina (incs. 22 y 24 del art. 75): 

21 ''Ekmekdjian, Miguel v. Sofovich , Gerardo y otros", JA, 1992-111-202/3. Véase también la causa 
"Fibracca Constructora SCA . v. Com isión Técnica Mixta Salto Grande", ED, 154- 16 11187. 

22 DALLA VrA, A., HHacia ... , cit., p. 430 . 
23 BurTRAGO, Ignacio, "Tratados internacionales. El Pacto de San José de Costa Rica y el derecho 

a la jurisdicción en el derecho argentino", jurisprudencia, e n Revista de Dereito do Mercosul , LL, año 1, 
no 3, Buenos Aires, noviembre de 1997, p. 315 . 
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El orden de prelación referido es el siguiente: 
a) Constitución Nacional y tratados sobre derechos humanos con jerar­

quía constituciona l (arts. 75, inc. 22, y 3 1 ); 
b) Otros tratados (concordatos, tratados conc luid os con las demás na­

ciones y con las organizaciones internacionales, acuerdos de integración y el 
derecho de ellos derivado) (arts. 27 y 75, incs. 22 y 24); 

e) Leyes ( ley formal emanada del Congreso [arts. 77 a 84] y actos eje­
cutivos con contenido y forma legislativa [art s. 28, 76 y 99, inc. 3°]) ; 

d) Otrós acto s normativos emanados del gobierno federal; y 
/ 

e) Ordenes jurídico-provinciales. 
Comentando esta estructura , Midón 24 considera que si bien para un 

sector de la doctrina los tratado s internacionales enumerados en el art. 75 , 
inc. 22, sin duda alguna, son normas constitucionales y por ello parte de la 
Con stitución formal, para otro s 25 y él se alínea con ello s , dichos trata­
dos no forman parte de la Constitución, aun cuando tienen su misma jerar­
quía. En este mismo trazo se ubica el pensamiento del profesor Bidart Cam­
pos, que considera que dicha s normas, al no estar incorporadas, y fuera de 
su texto, integran el llamado "bloque de constitu cionalidad federal" , y 
amplía: 

"La cuestión no es puran1ente semánti ca ni acadén -Lica, sino 1nuy en1-
píri ca; en ef ecto, si se los tuvi era por 'incorporados' a la Constitución no 
faltaría alguna opinión que sería, sin duda , estrafalaria, pero tendría sus­
tento en la 'letra' de la Constitución que los diera como integrantes de ella­
según la cual un tratado incorporado a la Constitución podría recibir re­
formas a trav és del pro cedilni ento que para la reform .a de la Constitución 
tiene previsto su art. 30. Ello sería asin1.étrico con el derecho internacional , 
ya que ningún Estado que se hace part e en un tratado está habilitado a in­
troducirle enn'Úendas unilaterabnente, ni siqui era por la vía de su poder cons­
tituyente ... Distingam.os, enton ces, entre 'in corporarse al derecho interno ', 
'incorporars e a la Constitu ción ', e 'incoporarse al derecho interno con la 
n1ism.a jerarquía de la Constitución' [la primera y la tercera locuciones] son 
correctas y se adecuan a la letra y al espiritu de dicho inciso" 26. 

Esta dualidad de plano s en un mismo bloque constitucional, no obs-
tante admite este autor , no tiene el alcance de dividir a la con stitución 

2-t M IDóN, M ARIO, Manu al ... , cit., ps. 11 2 y 115. 
25 HnTERS, Juan Carlos, et al, "Jerarquía de los tratados de derechos humanos: fundan1entos de la 

reforma de 1994' ', ED, 31110/ 1994. 
BmART CAMPos, Germán, "El derecho de los tratados internacionales (después de la reforma de 

1994)", en Tra tado e/emenwl de dere cho cons titucim w l a rge ntino, t. VI, Ediar, Buenos Aires, cap. XIII, 
1 995 , ps. 555 , 556 y 582. 
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formal en dos ·ec tores co n distinto rango respecto de aquellos in trum en­
de hecho afirma y concluye que 
" .. . todo el articulado co1npleto de la constitución f ormal, 'n1ás' los once 

instruntentos internacionales citados en el inciso 22, co1nponen el bloqu e 
constitucional fe deral, dentro del cual el conjunt o integro reviste en toda s 
sus partes un 1nis1no nive l j erárquico, sin que haya clentro de él plano s 
supraordinantes y planos subordinados" 27. 

Por ·u parte, Badeni piensa que e l carácter de comple1nentariedad de 
estos tratado ', manifies to en el texto constitucional, impli ca que ellos sola­
mente enriqu ece n o amplí an la tipi f icació n constitu c ional en mat eria de 
derecho y garantías, pero jamás pueden res trin girlos o enriqu ece rlo a costa 
del desmembramiento de otros derec ho . Es to qui ere dec ir que lo tratados 
sobre derec ho human os, a pesar de tener "cierta jerarquí a constitucional " 
están subordin ados a una Constitución que no pueden modifi car. 

E ta interpretación te leo lógica y sistemática de la Con stituc ión, es for­
talec ida co n un argumento adic ional: si se llegara a ace ptar que es ta catego ­
ría de tratado es tuviera po r sobre o equiparad a a la Ley Fund amental, se 
debería admitir la modifi cac ión del art. 30 de la Constituci ón que reserva , 
en forma exp resa y excluy ente, dicho ejercicio a un a "Conv ención convo­
cada al efec to", lo que impli ca que ni al poder Ejecuti vo, ni al Legislativo 
e le puede reconoce r tal co ndición que tran sformaría una Constitución 

rígida en otra de naturaleza flex ible. 
Lo mi mo sucede con los tratados de integrac ión· con sidera , al co­

mentar la c itada norma 28 . En este punt o y aunqu e con otro tono dog má­
tico coincide tambi én Bid art Campos 29 , mi entr as que otros autores, a más 
de la mentada "prelación nonnativa", con ideran inclu ive, la existencia efec­
tiva de un verdadero orden j urídico supranacional 30. 

27 BtDART CAMPOS, ''E l derecho ... ", cit., ps. 588y 589. 
2X B .. L ) . , '. 1 ? ") ADENt, a re acton. . . c t.t., ps. ....-_.,. 
2Y Este autor sienta su base doctrin al en la ubicació n que el constitu yente ha dado a los tratados 

de int egració n, pues enseña que al estar excl uidos del inc. 22, ipso f acto, no tienen la misma jerarqu ía 
de la Constitució n. E ll o, a sabiendas de que éste depara j erarquía constitu cional a once instrumentos 
internacionales, deja ndo abierta la posibi l idad, de que, en el futuro, ·'otros di sti ntos" logren tal categoría 
a través de un procedimi ento especial. Esta prev isión d ice , está "ca tegórican1ente referi da a ' Jos 
de1nás tratado y convenciones sobre de rechos humanos'" y no a lo tratad os de integración''. B IDART 

CAMPos. Gennán. "El derecho . . . ", c it., ps. 590 a 593. (E fecti vamente, por ley 24.820 de mayo de 1997 , 
se otorgó j erarqu ía constitu cional a la Con venció n lllteramericana sobre Desapari ció n Forzada de Per­
sonas. Cabría asimi smo la posibil idad de reconocer la mi sma j erarquía al Estaluto de Romo de 1998, 
por el cual se creó la Corte Penal Internacional ). 

Jo B ASSO, M ari stela, " M ercosu l. .. ", cit. , p. 55: FARINELLA. Fa vio, " M ercosur: en direcc ión opues­
ta (J Uti prudencia del Supremo Tri bunal Federal -Brasil )'', en ED, del 24/2/ 1999, p. 2 . 

• 
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Otros autores como Linares Quintana , en cambio, consideran que 
se impon e el principio de supremacía Constitucional frente a toda norma 
jurídica, inclu sive a aquella proveniente de tratado s internacionale s 
- art. 31 , más todavía , si se considera que la norma suprema no autoriza 
una delegación "definitiva" o "incondicional" de soberanía como lo requie­
ren los procesos de integración 3 1. En efecto, de lo que se habla en la Cons­
titución es de "reciprocidad ", concebida como "correspondencia mutua de 
un Estado con otro" 32 ; y de uigualdad" expresada como "una fórmula 
subrogatoria de la soberanía de las naciones suscriptora s" 33; ello , indepen­
dientemente de la verificación que en cada caso le incumbe al Poder Judi­
cial 34 y de que aunque la Carta Magna otorgue a los tratado s un rango 
superior al de las leye s nacionales , de ninguna manera se ha alterado la 
superioridad de la Con titución sobre ellos, cuestión que si bien excede los 
límites de este trabajo , creemos importante al ineno s mencionar. 

Las razon es que fundan el orden de prevalencia antes enunciado, no 
son objeto de esta investigación, sin embargo, e podría convenir en que una 
posición adversa hubie e resultado anacrónica, desde que el principio de 
pacta sunt servanda es basamento de convivencia entre las nacione s, y con 
mayor razón, desde que Argentina incorporó a su Derecho la Convención 
de 1969. 

Quedando esc larecido este aspecto, genera algunas duda s el posicio­
namiento que tienen las norma s dictadas en consecuencia de un tratado , ya 
que sin ser tal, la disposición constitucional art. 75 inc. 24 es tipula que 
también goza n de la misma prelación frente a las leyes nacionale s. Disposi­
ción que invita a cuestionarse si las deci sione s emitida s por los órganos que 
confonnan el si tema institucional del Merco sur están comprendidas en la 
hipóte i del precepto. A nuestro parecer y siguiendo a Midón 35 nos 
inclinamos por la respuesta negat iva, pues la locución "las normas dicta­
das en su consecue ncia" hace refere ncia a dispos icion es emanadas de una 
organizac ión "suprana cio nal" o "supraesta tal", que en este trabajo se con­
sideran como sinónimo s , perfil que no es propio del Mercosur, puesto que 
sólo existen institucione s intergubernamenta1 es. 

31 LINARES QuiNTANA, Segundo, Tratado de la ciencia del derecho constitucional, t. l, p. 333 , cit. 
por BADENt, Gregorio , "La relación .. . ", cit., p. J 9. 

32 LOPRESTt, Roberto P., Constituciones del Mercosur, UNlLAT, Buenos Aires, 1997, p. ll ; MtoóN, 
Mario, "El tratamiento constitucionaJ de la integración entre los signatarios del Mercos ur", LL. 1997-
B- 1 042. 

33 lbidem . 
.34 Art. 116 de la Constitució n Nacional. 
35 MtoóN, Mario, "El tratamiento constitucional ... " , cit., p. 1039 . 
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De otro lado, y atendiendo a los supuestos de integración "latinoame­
ricana" y con "otros Estados", es de notar que, en relación al primero, el 
quantum impue sto para su aprobación "mayoría absoluta de la totalidad 
de los miembro s de cada cámara" , es razonable, en cuanto se previene 
que una mayoría contemplada sobre e l nún1ero de presentes decida una 
cuestión tan vital. Sin embargo, valdría preguntar se qué se entiende por países 
latinoamericano s. Si nos apegamos a la definición usual que confiere esa con­
dición a aquellos pueblos americanos que hablan idioma s derivados del la­
tín, habrá que coincidir con la critica del Dr. Rodrigo Borja , quien concibe 
que dicha expre ión no es prec isa ni afortunada, dado que de esta manera se 
denomina a un continente heterogéneo 36. 

En cuanto al supuesto de integración con "otros Estados'' no latinoa­
mericanos, alguno autores, consideran que su antecedente próximo se asienta 
en el dictamen del 31 de julio de 1994 de la Comisión de Integración 
y Tratados Internacionale s de la Cámara de Diputados de la Nación que 
dispone: 

HLa diferencia entre Estados de An1érica latina y los demás Estados, 
refleja la prioridad que la Argentina otorga a los países de la región. Los 
vínculos históricos, políticos y culturales, permiten diseñar una estrategia 
de unidad latinoamer icana ... " 37. 

Si bien e inobjetable y prioridad que merece la estrategia de unidad 
latinoamericana 38, tampoco se puede desconoce r la actualidad de las prác­
ticas integracioni stas diversidad 39 en la que podría inscribirse la Ar­
gentina, así como la hipóte sis de un tratado que incluya a países de am-

. bo grupos, como es el del NAFrA, donde hay un país latinoamericano 
(México) y dos que no lo on (EE.UU. y Canadá), quedando en suspenso 
qué procedimiento debería emplearse para este ca o: el propuesto para la 

3ó Rod rigo Borja , en convergencia con Rica rdo Ramíre z, co nsidera que la denomina ción 
.. Latinoamérica" tiene su origen en el '' latín", en razón de que probablemente los conquistadores .. espa­
ñoles", "portugueses", Hfranceses", al hablar lenguas de su derivaci ón, se sirvieron de ella para distin­
guir a las tierras del Continente que colonizaron, descartando de esta manera cualquier exp licación étnica 
o cultural (BORJA, Rodrigo, "'El controvertido nombre de América latina" , en Re vista de la Aso ciación 
de Funcionario .fi y Empleados del Servicio Exterior Ecuatoriano [AFESE] , n° 30, Quito, noviembre de 
1997, ps. 4 y ss) . Véase RAMíREZ CALVO, Ricardo , .. La Constitución reformada y los tratado s interna cio­
nales", LL, 1995-B-778 . 

. n Secretaría Parlamentaria de la Conve nción Nacional Constituyente de 1994, Publicacione s, cit. 
por MmóN, Mario, "'El tratamiento constitucional. .. " , cit., p. l 044. 

3R HOLGUIN, Hernán, "La Unidad Latinoameri cana: otro enfoque de poder, integración y desarro­
llo". en Revista de la Asociación de Funcionarios y Empleados del Servi cio Exterior Ecuatoriano 
(AFESE ), n° 25, Quito, octubre de l 995, ps. 24 y ss. 

3lJ Cfr. ps. 1 y 2 de este trabajo . 

• 
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aprobac ión de tratado . co n paí se lati noamericanos, o el qu e se aplicará 
para ' otro E " . 

Despué de este breve análisis de la Con titu c ión argent ina, co nside­
ramo que si bien, la Reforma de 1994 ofrece un imp ortante aporte a favor 
de la Integ ración , el inc iso 24 del artículo 75 , tal vez, no otorga una pri ­
macía abso lut a a l derec ho del Mercos ur, en tant o qu e lo Tratad os de 
Int eg rac ión, aunque on " upral ega le '" " 40, tambi én -- on ' infra co n titu­
c ionale ' 41 . 

III. C oNS TITUCióN DE L A R EPÚBL ICA DEL P ARAGUAY 

La "nueva letra constitu cional" 42 de la R epúbli ca de l Paraguay de 
1992, en prin c ipio, hace una expre a refe renc ia a la " oberaní a nac ional" 
(art. 2), sin hacer menci ón alguna de un a po ible ce ión de atribucione a 
entidad e suprana c iona les, mientra que en la' Part e II", en el art.14 1, el men­
c ionado cue rpo lega l e refiere a lo tratado internac ionales de la 
manera: 

"Los tratados internaciona les válida1nente celebrados , aprobados por 
ley del Congreso, y cuyos de ratifi cación fueran canjeados o 
depositados, jor1nan part e del ordena 1niento lega l interno con la jerarquía 
que deter1nina el artículo 1 37" . 

; 

Art. 137: "La ley sup re1na de la Repúbli ca es la Consti tución. E ,ta, 
lo tratad o , convenios y acue rdos interna cionales ap robados y ratificados, 
las leyes dictadas por el Congreso y otras disposi ciones juridi cas de infe­
rior jerarquía, sancionadas en su consecuencia, integ ran e l derecho positi ­
vo nac ional en e l orden de prelaci ón enun ciado" 43. 

En términ o ge nerale , y siguiendo la letra de l art. 145 que co n mu­
cho, e el m á imp orta nte de este cuerpo lega l, podría afi rmarse que e ta 
Co n ·titu ción, per se, junto a su similar de la Argentina es la má , ava nzada 
en la región en lo toca nte al tema que nos ocupa. E n efec to, lo requi itos 
de igualdad" y 'defe n ·a de los derec hos human o ,, so n parte de la fórmula 
con tituc ional paraguaya re iterada en la Co n titución argentin a 44, empero, 
a diferenc ia de é ta, la leg i ·lac ión de l Paraguay, parecería m á · ortodoxa 45, 

.to DE LA G uARDIA, Eme. to, "El nuevo tex to con titu cional y lo tratado. ,, ED , 159- 1085 . 

.ti MmoN. Mari o, "El tratamiento constitu cional. .. ", cit., p. 1046 . 

. p L · R b P e · · · . · ')CC - OPRFS fl , O erto ., OIISfiltf( UJJLe .\ ... , Cll . , p. - - l .l. 

·D L OPRE TI, Roberto P .. Consriruciones .... cit. , p . 280 y 28 1. El ubrayad o e · nue. tro. 
44 R EY CARO, Ernesto, cit. , p. 55. 
-'5 MI D<'>N, Mari o, .. E l tratami ento con ti tucional. .. ", c it. , p. 1050. 
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en tanto , utiliza e l neo logi smo "supranacional" a diferencia de la Con stitu­
ción argentina que se refiere a "supraestatal idad ' 46 : 

"Del orden jurídi co supranacional 
''Art. 145. La Repúbli ca del Paraguay, en condiciones de igualdad con 

otros Estados, admite un orden jurídico supranacional que garantice la vi­
genc ia de los derechos hun1anos, de la paz, de la justi cia, ele la coopera­
ción y el el desarrollo, en lo políti co, econón1 ico, social y cultural. 

"Dichas dec isiones só lo podrán ser adoptada s por la mayoría absoluta 
de cada Cámara del Congre so" 47 . 

El art. 145 viabiliza la construcción de un ordenamiento jurídico "supra­
nac ional", como consecuencia directa de la formación de bloque s de Esta­
do integ rado que garantic en la vigencia de los derecho s humano s, de la 
paz, ju sticia y demá s, fórmula que no podría ser más afortunada para un 
proceso de integrac ión 48. Sin embargo, esta disposición podría ser interpr e­
tada en e l sentido de que únicamente incluye el derecho primario y no el 
derivad o de aquél 49, tal como í sucede en la Con stitución Argentina. Tam­
bién es llamativo lo pre scrito en el párrafo seg undo del mismo artículo , en 
razó n de que, como e verá má adelante, la esencia mi ma del criterio de 
suprana c ionalid ad radica en que los órganos qu e detentan tal condición se 
impon gan a lo Estados y a sus particulare s, ingresando en la órbita jurídica 
interna in neces idad de una po terior aprobación de lo órganos del Estado 

e te caso del Congre o 50 . Todo ello, indepe ndientemente de l orden 
de prelación co nsagrado en el art. 137 arriba citado en dond e los Tra­
tados tiene supremacía en relaci ón con la leyes intern as, pero no sobre la 
Constitución 51. 

Además, como anota Dalla Via, i bien la Constitución para guaya hace 
referencia expresa a la idea de supran ac ionalidad 52, es to parecería es tar en 
contradicc ión con los arts. 132 y 260 que parece rían favorabl es al control 
posterior de las normas interna c iona les, co n lo inco nveniente s que e to 
pueda traer a la seguridad jurídi ca del proc eso de integración: 

-H1 El criteri o de la mayoría ab oluta de cada Cámara del Congreso para la aprobac ión de los tra­

tado. internacionale , con titu ye otro punt o de concordancia entre ambas Con stit uciones. lbidem . 
47 L OPRESTI, Roberto P., Cons titu ciones ... , cit. , p. 282. El subrayado e nuestro. 

-tx Rt iSSO C ., Carl os, El Mercosur (1/lfe la necesidad de órganos sup rana cionales . Visión de la 
inteuraciún lluinoam ericana, lntercontin enlal , A sunción, 1999, p. 258 . 

.tiJ B M . · 1 "M · 1 " ·. 59 ASSO, an ste a, erco su .. . , c1t., p. . 
so lhidem. 

51 RAMOS, Dant e Marcelo, ··Protección jurídi ca en el M ercado Común vía la apli cació n del Dere-
• 

cho Comunitario por los jueces nacionales. Un estudi o comparati vo entre el M ercosur y la Uni ón Euro-
pea'', ED. 177-999 . 

s.., O V A lb " H ,· " 141 1 · - ALLA lA. ert O, acJa ... , Cll ., p. .1 . 



82 LECCIONES Y ENSAYOS 

"De la inconstitu cionalidad 
"Art. 132. La Corte Suprema de Justi cia tiene fa cultad para declarar 

La inconstitu cionalidad de las norn1.as jurídi cas y de las resoluciones ju­
diciales, en la fornw y con los alcances establec idos en esta Constitución y 

la ley" . 
"De los deberes y de las atribuciones de la Sala Constitucional 
"A rt. 260. Son deberes y atribuciones de la Sala Constitucional: 
" 1) Conocer y resolver sobre La inconstitucionalidad de las leyes y de 

otros instru1nentos nor1nativos, declarando la inapli cabilidad de las dispo­
siciones contrarias a esta Constitución e n cada caso concreto y en fallo que 
sólo tendrá efec to con relación a ese caso" 53. 

Finalmente, confrontándola con su par del Brasil converge con ella en 
la "promoción de la integ ración política , económica, social y cultural ", des­
tacándo se, en cambio, como dato s originales que dirigen todo proce so de 
Integración del que el Estado para guayo sea part e los de "paz , justicia, co­
operación y desarrollo", sumándo se a ésta, otra parti cularidad que es el hecho 
de que no prioriza la integración Latinoamericana, pieza que viene fortifi­
cada en el res to de las Constituciones del Mercosur 54. 

IV. CONSTITUCIÓN DE LA R EPÚBLICA ORI ENTAL DEL URU GUAY 

La Constitución de la República Oriental del Uru guay de 1967, pese a 
la incorporaci ón de las reformas de 1989 y 1994 vinculadas con mejora s de 
carác ter soc ial y con el perfeccionamient o de la funci onalidad del Poder 
Ejec utiv o 55, manti ene inalterables las disposiciones que interesa n para este 
estudio. En efec to, el leg islador uru guayo al igual que su similar del Para­
guay destaca el principi o de la "so beranía nacional " (art. 4) 56, en virtud de 
la cual, la Nación tiene la pote stad exc lusiva de dictar leyes que rijan en su 

• • 

terrttorto. 
o 

Según alguno s tratadistas de la época, es te principio elemental de or-
ganizac ión e tatal no obstaba para que se lleve n a cabo procesos de integra­
ción 57, inclu ive de carácter suprana cional , agrega Lopestri 58 . No obstan­
te, a partir de la reforma de 1967 este principio será atenuado co n la incor-

53 LoPRESTI , Roberto, Constituciones ... . cit., ps. 278 y 309. 
5-J M1oóN, Mario , "El tratamiento constitu cional de la Integración entre los signatari os del 

Mercosur", en La Ley, 1997, op. cit., p. 1050 . 
55 LOPRESTI, Roberto, Constituciones ... , cit., ps. 324 y 325. 
5ó Art. 4° de la Constitución Nacional. 
57 PÉREZ PÉREZ, Alberto, Collstitución de la Repúbli ca Oriental del Uruguay de 1967, Montevi­

deo, 1967, cit. en LoPRESTI, Constituciones ... , cit., p. J 6. 
sx lbidem. 
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poración al art. 6 de un segundo inciso, el cual, al decir de Basso, guarda 
mucha similitud con el parágrafo único del art. 4 de la Constitución de Brasil, 
confirmando así, una intencionalidad del Estado, pero sin hacer alusión a 
cualquier delegación de poderes 59: 

''Art. 6. En los tratados internacional es que celebr e la República pro­
pondrá la cláusula que de todas las difer encias que surjan entre las partes 
contratantes, serán decididas por el arbitraj e u otros medios pacífi cos. 

"La Repúbli ca procurará la integración social y económica de los Es­
tados Latinoam ericanos, especiabn ente en lo que se refiere a la defensa co­
mún de sus produ ctos y materias primas. Asilnismo propenderá a la efecti­
va con7plementación de sus servi cios públicos ". 

Adviértase que el patrón empleado por el constituyente uruguayo, in­
corpora una claúsula no de caráct er taxativo, sino más bien de tipo uprogra­
lnático': "la integración social y económica de los Estados Latinoamerica­
nos" 60 procesos que demandan necesariamente la delegación de prerro­
gativas legislativa s a entes comunitarios 61 , incluyendo un universo de 
cuestiones que por vía de asociación pueden relacionar a dos o más pue­
blos, e to es, lo jurídico, lo sociológico o lo cultural, sin que por ello, des­
conozca que el fenómeno tiene un fundam ento esencialmente económico. 
De allí que , bien puede explicar se el énfa sis en la defen sa común de sus 
producto s y materias primas 62. 

Al igual que en el caso de Brasil, la Con stitución uruguaya tampoco 
hace referencia a la relación entr e las leyes y los tratado s internacionales 63, 

confiriendo el art. 239 el control con stitucional de dicho s tratado s a la Su­
prema Corte de Justicia, corre spondiendo, en con secuencia , al juez nacional 
llenar e l vacío jurídico en esta cuestión. 

El artículo citado dispone: 
HA la Corte Supr ema de Justicia corresponde: 
" 1. Juzgar a todos los infra ctores de la Constitu ción, sin excepción al-

• 

guna; sobre delitos contra el derecho de gentes y causas de almiranta zgo; 
en las cuestiones relativas a tratad os, pactos y conv enciones con otros Es­
tados; conocer en las causas de los diplomáti cos acreditados en la Repú­
blica, en los casos previstos por el derecho internacional " 64. 

B M . 1 " M 1 " . 60 ASso, anste a, ercosu ... , ctt., p. . 
óO Resulta significativo observar la restricción, que frente a las constituciones argentina y para­

guaya aparece, al definir a la integración latinoamericana como un objetivo a "procurar" . Dalla Via, 
Alberto, " Hacia ... ", cit. , p. 1431. 

ó t LOPRESTt, Roberto, Constituciones .. . , cit., p. 16. 
fl2 MtoóN, Mario, cit., p. l 047; BAsso, Maristela, cit., ps. 60 y 6 1. 
óJ RAMOS, Dante, cit., p. 3. 
ó4 LOPRESTI, Roberto, cit., p. 368. 
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En efecto, el Alto Tribunal ha tenido la oportunidad de ocupar e de este 
tema, y al parecer lapo ición prevalecient e en la doctrina , la juri sprudencia 
y la práctica gubernam ental y admini ha ido contraria a la preemi­
nencia de las norma s internacional e . Un claro ejemplo se dio en 1985 , 
cuando la Cort e al con siderar la aplicación de las normas de la Convención 
de Parí s obre Propiedad Indu strial tuvo que: 

u ... no constituyen reglas concretas de derecho positivo , sino obliga­
ción de leg islar para Los Estados 1nie1nbros de la Unión Internacional para 
la prot ecc ión de la propiedad industrial, es dec ir, de un compromiso de 
adopción de norma .. . En consecuencia, . .. no poseen virtualidacl para de­
rogar la disposición de Derecho interno, toda vez que La adh esión de nues­
tro país a la n1encionada Unión Internacional, .. . no basta para n1odijicar o 
clejar sin efec to el derecho interno ... " 65. 

Así, la juri pntd encia de es te Tribunal deja en claro que e l derecho 
internacional goza sólo de rango leg al, pudiendo ser derogado por ley po -
terior 66. E ta postura ería reafirmada en l 990 67, por el razonamiento del 
juez nacional , qui en con ideraría que una po ición en contrario, no sólo que 
atentaría contra la Con stituci ón, ino que tambi én cercenaría lo podere 
propio s de l Congreso 68 . 

V. C oNST ITUCIÓN DE L A R EPÚBLI CA F EDE RATI VA DEL BR AS tL 

La Con titución de la República Federativa de l Brasil, vigente desde 
1988 , a u turno , omit e cualqui er mención a las re lacione s entre derecho 
interno y derecho internac ional , dedicando eso sí, al tema de la integración 
un u Parágrafo Unico " al final de l art. 4°: 

Art. 4°: "A Repúbli ca Federativa do Brasil regese nas suas relar;oes 
internacionales pelos seg uientes principi o : 

ó5 Suprema Corte de Justi cia, sentencia no 400 , de di ciembre de 1985, en Anuario de Derecho 
Comercial, t. IL M ontevi deo. 1985, p . 87 y 88. 

M A unque es posible acar a la l uz precedente aislados en los que la j uri sprud encia e capa a la 
fó rmul a de igualdad je rárquica, dando preponderancia a instrumento internacionales. E l caso al que no. 
refe rim os aconteció en 1979, año en que la Corte Suprema consagró la prelación de lo tratados inter­
nacio nales sobre cualquier norma int erna en co ntrario , aunque fuera po teri or, reconoc iendo que al ser 
la fuente más importante del derecho in ternacional " ... poseen un vi¡.:or superior al de la ley interna de 
los Estados si¡.:1wtarios; por lo que si hubiese entre ww y otro prevalecerá el tratado ". 

Deci iones de tri bunale in feri ores en esta mi ma lín ea de pcn amiento on, por eje mplo. 
la del Tr ibunal de Ape laciones en lo C iv il de 5° Turn o. S. d. 3 1/ 511988, causa 11.175, " M.I. v. 
C.S.A . ", LJ U 98, 199 (p. 20 1 ), con id. 7°. M IDÓN, "E l tratamiento ... ", cit. , p. 1 048 R AMOS, Dante M ., 
ci t., p. 3. 

ó7 Caso L. U. 11.63 1, t. 102, 199 1. Véase: M móN, cit. , p. 1049 . 
óX B M . 1 . 61 ASSO, an . te a, ctt ., p. - · 
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l. indep endenc ia nacional; 
JI. prevalen cia dos dereitos luunanos; 

111. dos povos; 
IV. 

V. igualidade entre os Estados; 
VI. clefensa da paz; 

VII. pacifica dos conflictos; 
VIII. repudio ao terrorisn1o e ao racisn1o; 
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IX. entre os povos para o progreso da hun1anidade 69; 

X. de asilo político. 
Pará grafo único: A Repúb lica Federativa do Brasil buscara a 

económ.ica, polftica, social e cultural dos povos da America 
Latina, visando a la de u1na co1nunidade latinoan1ericana de 

" . 
· Dos a pectos de esta disposición merecen ser destacados. El primero 

que e refiere a la pluralidad de los procesos de integración que reconoce 
e ta Con titución, en virtud de que recurre a gran variedad de calificativos 
para definir u espacio, ofreciendo mayor amplitud que su similar del Uru­
guay que únicamente prevé la integración "econón1ica y social", y superan­
do ignificativamente al constituyente argentino que omite cualquier men­
ción al respecto; y, el segundo, en que concuerda con ellas en el común anhelo 
de una asociación de corte latinoamericano cosa que no acontece con la 
norma paraguaya , con la particularidad de que la Carta alienta esa inte­
grac ión co n miras a la formación de una co1nunidad latinoan1ericana de 

• nactones. 
Un ec tor de la doctrina argentina asume que la Constitución del Bra­

sil en el derecho constitucional comparado, sigue un patrón opuesto a la 
tendencia generalizada hacia la apertura de los mercados , y en especial, a 
las intencion es perseguidas por el Mercosur 70. Otro sec tor, en cambio, no . 
alcanza a advertir que las cláusulas monopólica s constituyan óbice para la 

Según algunos autores, este prin cipio , se constituy e "en directi va o máxima para el Estado e n 
el campo de las relaciones internacionales ... " DROMJ, Roberto - EKMEKDJJAN, Migu el A. - RIVERA, Juli o 
C., Derecho comunitario . Sis temas de RéRimen del Mercosur , Ciudad Argentina , Buen os 
Aire , 1995 , p. 45. 

7o E sta creencia tiene su basamento en la normati va de lo art s. 177 y 178 que di sponen el mo­
nopoli o de áreas con iderada. vital es para la economía del país como la min ería , el tran sporte y otros 
servicio s, los cual e , quedan exclu sivamente en mano s brasileñas (LOPRESTI, Roberto , Constitucione.'l .. . , 
cit. , p. 2 11 ). A cerca de la doctrina, considérese: DROMI, Robert o et al. Derecho comunitario, cit. , p. 45, 
cit. por M IDÓN, Mari o, '"El tratami ento ... " , c it. , p. 1 M ASNATIA, Héctor, " Bases con t itu cionale s del 
proce o de integración. La cuesti ón de las w imetría s entre los ordenamiento s" LL, 1996- D-1134 ; Russo 
C., cit. , p. 255 . 

• 
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integración 7 1, o piensan que la preeminencia dada a los artícul os antes c i­
tado , opacan la real magnitud de la disposición del art. 4°, a la Juz del cual 
debe ser leído el llamad o u Principio de la integración " 72 . De hecho algu­
nos autores, inclusive co nsideran la posibilid ad de una eventual tran sferen­
cia de competencias a favo r de organismo supranaci onales 73. 

Es ta últim a afirm ac ión, ta l vez , se aleja del contenido real de la Carta 
Máxima del Bras il , prim ero y prin cipal, porque no enuncia puntu almente si 
la forma de integrac ión comprende la pos ibilid ad de una edifi cación supra­
nac ional 74, tal como sí aco ntece en las Constituciones argentina y paragua­
ya, por ejemplo. En segund o lugar, porqu e en Brasil la ace ptación de órga­
no de este talante, por ejempl o para la so lución de controve rsias e prácti­
camente ex traña a su tradi c ión jurídi ca, en e l sentido de la prevalencia de 
una visión marcadamente "so beranista" en cuanto a la juri sdicc ión del Esta­
do 75 . En terce r lugar, porque a] no contemplarse a nivel constitucional la 
ce ión de soberanía a es tamentos supr anacionales, no se puede hablar de 
aplicabilid ad direc ta de las reg las comun itarias 76 . En cuarto y últim o lugar, 
porque los arts 22, 23 y 24, donde se halla co ntenido el régimen de distri­
bución de competenc ias federativa s, constituy en el más serio impedim ento 
para la partic ipac ión brasileña en un órgano internaci onal que emita dispo­
siciones comun es 77 . 

Sin perjuic io de lo ante dicho, es posible que a favor de la comentada 
norma se pueda argüir que, en todo caso, represe nta un notable avance en 

7t MroóN, Mari o, ''E l tratamiento constitu cional. . . ", cit. , p. 1 049. 
n L oPRESTI, Roberto, cit. , p. 14. A pesar de sus afirm aciones, este autor reconoce que tal posibi ­

li dad no ha prosperado del todo en la prácti ca, a propósito del incidente de aranceles de mayo de 1996. 
Véase también a BAsso. M ari stela, ci t., p. 57. 

73 /bidem. 
74 RIBERA BusTos, Celso - GRANDRA M ARTtNS, l ves. Come ntarios a Constiturao do Brasil , l vol. , 

p. 464, Saraiva, Sao Pauto, 1988, cit. por D ALLA Y IA, cit ., p. 2. 
75 A RDENGHY, Roberto F. "L a supranacionalidad de las institu ciones jurídi cas del Mercosur: el 

caso de Brasi l" , en rev ista Temas del Mercos ur, no 3, Buenos A ires, 1997, p. BaRBA CASELLA, Paulo, 
" A Economica e seu Tratamento Constit ucional", en Mercos ul: a vencer, Conselho 
Brasileiro de Rela9oes ln ternacionais. Sao Paulo, 1994. 

7t-t Desde el orden interno hay que considerar si la disposición del art . 5, ítem XXXV : " la ley no 
excluir á de la apreciación del Poder Judi cial la lesión o la amenaza de derechos", puede ser o no in ter­
pretada como una li mitant e constit ucional para la aceptación de un trib unal comuni tar io, aunque en 
opo ición a esta nonna cabria ci tar el art. 7° de las disposiciones transitori as, según el cual " Bra i l pro­
pugnará la formación de un Tribunal In ternacional de Derechos Hu manos". L OPRESTI, Roberto, cit. , 

ps. 130 y DALLARI, Pedro, e Ex teri ores", Saraiva, Sao Pauto, 1995, ps. 182-
185, ci t. por DALLA V lA, A lberto, ci t.. p. 1432. 

77 ÜLAVO BAPTtSTA, Lui z, O Mercosul em movimento, Li vrari a do Avogado, Porto A legre. 1995, 
ps. 54 y ss., cü . por M1oóN, ''E l Tratamiento ... ", cit. , p. 1049. 
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relación a la Constitución anterior, en la cual se consagraba la teoría de la 
"Seguridad Nacional", verdadera rémora para cualquier iniciativa integra­
cionista 78 . 

En esta Constitución no se encuentra norma alguna que dirima una 
po ible "co lisión " entre la ley interna y el tratado, vale decir, el principio 
de supremacía constitucional sobre los tratado s no se encuentra plenamente 
tipificado en la Con stitución. Lo que sf se puede destacar es que, al igual 
que la Argentina y Uruguay, confiere competencia a los podere s público s 
para la celebración de los tratado s. El treaty-1naking power está compar­
tido por e l Poder Ejecutivo (art . 84, inc. 8°) y el Poder Legislativo (art. 
49, inc. 1 °). Ello, siempre que se haga excepción del procedimiento de 
aprobación de los llamado s "ac uerdos en forma simplificada" o "acuer­
do ejec utivos", para los cuales no es necesar ia la concurrencia de las vo­
luntad es de ambos poderes, siendo sufici ente el consentimiento del Poder 
Ejecutivo 79. 

En cuanto al control de constitucionalidad de leyes y tratado s, la Cons­
titución de Brasi l otorga este poder al Supremo Tribunal Federa] (STF) por 
lo cual, éste "pode declarar a inconstitucionalidade tanto organica como 
form.al, dos tratados celebrados pelo Brasil " 80. 

Si bien, gran parte de los autores entienden que el ordenamiento jurí­
dico bras ileño ofrece a los tratados un tratamiento paritario en relación a las 
leye internas postura que encuentra paralelo en la jurisprudencia del 
STF , las verdaderas di crepancias doctrinarias se producen a la hora de 
re olver el conflicto entre un tratado y una ley posterior 8 1. 

La posición de varios autores brasileño que entienden la primacía del 
derecho internacio nal obre la ley, encuentra su homólogo, al decir de 
Albuquerque de Mello, en la jurisprudencia de la primera mitad del siglo 
pa ado, en la que el Supremo Tribunal Federal, inclinó su razonamiento a 
favor de la supremacía de los tratado s internacional es en un pedido de ex­
tradición, en 1914, y en dos apelaciones civiles en 1943 y 1951 82. 

7x RtMOLDI DE L ADMANN, Eve, "'Derecho de la integración latinoamericana y derecho constitucio ­
nal", en Cuadernos de ln vestiRaciones, n° 20, Instituto de Investigaciones Jurídi cas y Sociales, Amb rosio 
L . Gi oja, U BA, ps. 3 a 57. 

7lJ NtELSEN, Gustavo - PEROTTI, Alejandro , "Tratado de Asunción, Protocolo de Brasilia , Ouro Preto 
y las Leñas. Jerarquía y relación nonnativa respecto del ordenamiento jurídico brasileño", en ED, n° 9720 , 
año XXXV ll, Buenos Aire s, p. J. 

xo NrELSEN, Gustavo - PEROTTt, Alejandro, cit. , p. l . Véase también MASNATTA, Héctor, '"Bases cons­
titu cio nales del proceso de integración. La cuesti ón de las a imetrías entre los ordenamientos" , en 
LL. 996-D- 11 29. 

XI NtELSEN, Gustavo - PEROTTt, Alejandro , cit. , p. 2. 
BAsso, Mari stela, cit.. p. 57. 
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Sin embar go, el caso condu ctor de la juri sprud encia bras ileña, será 
e l referente al rec urso extraordinari o n° 71 .5 14 de 1971, dond e el rela­
tor, Mini stro Osva ldo Triguero, aunqu e inv oca la apli cación il·un ediata 
de los tratado " inclusive en aquellos casos en que 1nodijiq uen la le­
gislación interna" , no dice nada sobre la cues tión más importante, es 
decir, sobre la posibilid ad de qu e una ley ordinari a po terior al Tratado lo 
revoqu e 83. 

Este prin c ipio se afianzaría en e l recur o ex trao rdin ario no 80.004 de 
1977, en el cual se co n agra la doctrina "du ali ta" del STF. Al respecto, Jorge 
Fo ntoura comenta que, a pesar de que en es ta juri sprud encia sutilm ente no 
e niega la ex istencia de l tratado, de todas manera , argumentando gran 

variedad de fuentes doctrin arias , e otorga preva lencia al ordenamiento in­
terno, s in perjui cio de que el Estado actúe con responsabilid ad en el campo 
inten1acional. En breve síntes is, se co nsidera que hub o aplicación de l crite­
rio dualista sirviéndo e de la teo ría monista. 84 

El único voto a favo r de la tes is contraria en e te recur o fue e l de l 
Mini tro re lator Xav ier de Albuqu erque, e l cual contiene alguna imilitu ­
des co n lo co nsiderandos de la sentencia arge ntin a de 1994 ss, por lo que 
valdría la pena reproducirla parc ialmente : 

"(. .. ) O gove rno brasileiro debe permanece r fi el ao espiritu e a letra 
das de Genebra. Os tratados devem ser interpretados ... segun­
do a equidad e, a boa f é e o p róp rio sistema dos 1nes1nos... a le i 427 de 
1969, e seu decreto de como le i ordin aria, nao e podem 
obrepor la de Genebra . . . " 86. 

El STF mantu vo esta misma línea de pensamiento en el fallo de l 28 de 
mayo de 1998 sobre Agravo Regimenta! em Ca rta Rogato ria n ° 8.279- 4. 
Repúb lica A rgentin a . Rel. Celso de M ello. En este ca o se di sc ute la 
ap licabilid ad de l Protoco lo de Ouro Preto sobre Medidas Caute lare de 1994 
- ratificado por Brasil ante un requerimi ento de la ju sticia argentin a, en 
cuanto a l en1bargo de mercaderías co nsignadas a favo r de la empresa 
Coag ulantes Argentina SA, que e enco ntraban a bordo del buqu e San tos 
Dum ont, a co mo tamb ién in1pedir su nav egación, en virtud de la tramita­
c ión ante e l juzgado requir ente 87 . 

M ASNATIA, .. Base ... ", cit. , p. J J 30. 
K4 FoNTOURA, Jorge, "Solución de controver ias", publi cación del M inisterio de Relaciones Exte­

riores, Buenos Aires. noviembre 1995, en M ASNATIA, '"Bases ... " , ci t., p. 11 32. 
K5 Caso: .. Cafés La Vi rginia SA", sentencia de la Corte Suprema de la Nación del 13/ 1011 994, LL 

1995-1-683/703. 
Xó BAsso, M ari tela, ci t.. p. 58. El subrayado es nuestro. 
K7 NIELI\EN, Gustavo - PEROTII, A lej andro, cit. , p. 4. 


